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1. INTRODUCCIÓN

El análisis de las relaciones intergubernamentales o interorganiza-
tivas constituye, sin duda, una de las aportaciones recientes más inte-
resantes de la Ciencia Política al estudio de los procesos político-ad-
ministrativos. No es extraño que la emergencia de este tipo de estu-
dios se relacione estrechamente con las dos tendencias que caracteri-
zan la evolución de los sistemas políticos occidentales, y en particular
europeos, en los últimos decenios: la descentralización territorial del
poder y la integración supranacional (CAMERON, 1981). Por una parte,
la multiplicación de las intervenciones públicas y las presiones de las
élites periféricas sobre el centro sobrecargado han favorecido la insti-
tucionalización o el reforzamiento de los gobiernos subcentrales, do-
tados de un papel cada vez más relevante como generadores de polí-
ticas autónomas y como implementadores necesarios de las políticas
centrales (SHARPE, 1988). Por otra parte, la dinámica de la integración
europea ha supuesto la consolidación del sistema comunitario como ni-
vel superior de gobierno, donde se negocian y deciden políticas cuya
aplicación efectiva corresponde a los Estados miembros, según la dis-
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tribución interna de las competencias. Por tanto, puede afirmarse que
las relaciones intergubernamentales (RIG) son un factor constitutivo
de la mayoría de las políticas públicas.

De acuerdo con esta evolución, el mérito principal del análisis de
las RIG reside en haber integrado el pluralismo institucional y territo-
rial en el estudio de los procesos de decisión y ejecución de las polí-
ticas públicas, con objeto de analizar el papel de los distintos actores
públicos y privados, sus interacciones y los mecanismos formales o in-
formales de articulación existentes. En este sentido, el objeto de las
RIG no consiste tanto en definir los principios y las técnicas en fun-
ción de los cuales se estructura (o debería estructurarse) el sistema de
relaciones entre los distintos niveles de gobierno, cuanto en explicar
el funcionamiento concreto de dichas relaciones aplicadas a la solu-
ción de problemas específicos (políticas y programas), detectando los
obstáculos institucionales, políticos y administrativos que frenan el de-
sarrollo de la coordinación y la cooperación y determinan, en última
instancia, el fracaso o la ineficacia de las actuaciones públicas.

El marco institucional y, en especial, la distribución de las compe-
tencias conforman las «reglas del juego» en el que los distintos acto-
res, dotados de unos determinados recursos jurídicos, políticos, finan-
cieros y organizativos, intervienen con arreglo a sus propios objetivos,
intereses y estrategias. Según DENTE (1985), las RI.G y su funciona-
miento constituirán una especie de variable estructural capaz de expli-
car los resultados de políticas diferentes, a pesar de la presencia de ac-
tores y de intereses no necesariamente coincidentes. Para SCHARPF

(1978) el papel del analista consistirá en identificar, a la vez, la nece-
sidad «objetiva» de cooperación y coordinación con relación a las exi-
gencias de un tipo particular de política, de acuerdo con el marco es-
tructural de referencia, y los factores empíricos que facilitan o dificul-
tan dichas relaciones. Nuestra exposición tratará, en primer lugar, de
dibujar el contexto analítico en que se fundamenta el estudio de las
RIG. Partiendo de la pluralidad de los métodos de análisis, como
corresponde a la complejidad del objeto de estudio, la segunda parte
aborda las virtualidades de dos enfoques complementarios: la decisión-
implementación y las llamadas políticas o redes interorganizativas.

2. EL CONTEXTO ANALÍTICO

Aunque el constitucionalismo establece una clasificación, según el
grado de descentralización política, que iría del federalismo en sus di-
versas variantes a los Estados unitarios, pasando por los regionales, au-
tonómicos, etc., el análisis político-administrativo permite matizar las
definiciones institucionales (HANF y TOONEN, 1985). De acuerdo con
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MÉNY (1991, 411), éstas no son sino la parte visible de una realidad
mucho más compleja. El federalismo norteamericano tiende a la uni-
formización, mientras que el alemán muestra indicios de centralización.
En la Francia centralista, el poder de las élites locales es tal que ha lo-
grado evitar, uno tras otro, todos los intentos de racionalización de las
estructuras locales. En Gran Bretaña, en cambio, el principio sacro-
santo del Local Government no ha resistido los embates del thatcheris-
mo. En Italia, la creación de las regiones obedece más a la necesidad
de territorializar la gestión de algunos servicios centrales que a una re-
forma en profundidad. Por último, en España, la funcionalidad y efi-
ciencia del modelo de Estado descentralizado seguirán en entredicho
mientras no se introduzcan los ajustes estructurales necesarios.

Estos ejemplos ponen de manifiesto que el análisis en términos de
centralización-descentralización, en base únicamente a la organización
institucional, no ofrece las suficientes garantías de objetividad. Hay
que tener en cuenta, igualmente, el peso y la interrelación de otras va-
riables relevantes: el grado de centralización de los recursos públicos,
la organización territorial de los partidos y los grupos de interés, el po-
der de las élites periféricas y, en particular, la forma de elaboración y
ejecución de las políticas públicas.

Estudios recientes muestran el peso creciente de las autoridades
subcentrales, en términos de funciones y de gasto público, en la ma-
yoría de los países occidentales durante el período 1960-1982. Dicho
fenómeno parece responder a los siguientes motivos (SHARPE, 1988):

— las dificultades de gestión de los servicios públicos a nivel
central;

— la mayor expansión de las funciones subcentrales respecto a las
centrales;

— la dificultad creciente de controlar el gasto de los gobiernos
subcentrales;

— la mayor tendencia de los burócratas de dicho nivel a maximi-
zar la prestación de servicios;

— la mayor sensibilidad de los gobiernos subcentrales a las de-
mandas de bienes y servicios, y

— la falta relativa de responsabilidad fiscal de las autoridades sub-
centrales ante los electores-votantes.

A estos factores cabría añadir las circunstancias específicas de cada
país, especialmente las tensiones centro-periferia que han llevado a la
institucionalización de gobiernos intermedios dotados de autonomía
política. En cualquier caso, la distribución de las competencias y de
los recursos financieros plantea problemas comparables en la mayor
parte de los sistemas político-administrativos. La complejidad crecien-
te de la administración contemporánea ha provocado la ruptura del sis-
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tema, generando una fragmentación imposible de eliminar. A este res-
pecto, THOENIG (1976) ha indicado que «el enunciado y la solución
(de los problemas) no suelen coincidir con la división competencial o
con las demarcaciones en que actúan las instituciones públicas. De ello
se deriva una falta de congruencia, e incluso una incompatibilidad ma-
nifiesta, entre el alcance de los problemas a los que las políticas públi-
cas deben responder y el campo de actuación posible de las organiza-
ciones que intervienen en su elaboración y ejecución». La doble dife-
renciación funcional y territorial del poder genera sistemas de decisión
en los que las responsabilidades gubernamentales aparecen desagrega-
das en una serie de subsistemas dotados de funciones, competencias y
recursos limitados (HANF, 1978). Por último, SCHARPF (1978), tras ob-
servar la improbabilidad, por no decir imposibilidad, de que una po-
lítica pública sea el resultado de la elección de un solo actor, destaca
que el proceso de elaboración e implementación de las decisiones pú-
blicas «constituye la síntesis de las interacciones entre una multiplici-
dad de actores con intereses, objetivos y estrategias diferenciados». En
dicho contexto, cada unidad de decisión debe tener en cuenta, ade-
más de sus propias opciones, las estrategias seguidas por las demás uni-
dades, ya que las decisiones adoptadas por cada nivel se insertan, ine-
vitablemente, en el sistema decisorio general. Por tanto, la fragmenta-
ción, la complementariedad, la interdependencia y la interacción ca-
racterizan, en mayor o menor grado, el funcionamiento de los sistemas
político-administrativos.

Estos elementos se hallan implícitos en el sistema de distribución
de las competencias públicas (por materias o funciones, compartidas,
concurrentes, etc.). Difícilmente una política de empleo surtirá efectos
positivos sin una acción coordinada de las distintas autoridades impli-
cadas. Lo mismo cabe decir del desarrollo regional, la vivienda, el me-
dio ambiente, las infraestructuras, la sanidad, la investigación tecnoló-
gica, la lucha contra la drogadicción, la delincuencia y así sucesivamen-
te. Incluso las relaciones exteriores han dejado de ser el monopolio de
los gobiernos centrales en la medida en que las autoridades regionales
y locales establecen sus propias redes de contactos permanentes con
otros agentes internacionales (cooperación cultural, tecnológica y eco-
nómica, proyectos conjuntos, constitución de lobbies, etc.).

Sin duda, la dimensión internacional de los problemas supera cada
vez más la capacidad de intervención y control de las autoridades in-
ternas. Ello se refleja en el fortalecimiento de instancias de decisión de
políticas supranacionales o en las diversas modalidades de cooperación
transnacional. La consecución del Mercado Único Europeo implica, ni
más ni menos, que la transferencia a la Comunidad Europea de algu-
nos de los resortes básicos de la soberanía económica de los Estados
miembros (política comercial, monetaria, financiera, etc.). Las decisio-
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nes en materia de política agrícola hace tiempo que han dejado de ser
patrimonio exclusivo de las autoridades nacionales. La Comunidad se
perfila cada vez más como un sistema confederal de negociación y
adopción de políticas comunes destinadas a reforzar la competitividad
europea, sobre todo frente a Estados Unidos y Japón. De hecho, el ni-
vel comunitario constituye ya el eslabón superior de gobierno para los
sistemas político-administrativos de los Estados miembros. Al propio
tiempo, otras políticas (Asuntos Exteriores, Defensa, Interior, Coope-
ración al Desarrollo) son objeto de una estrecha concertación intergu-
bernamental, al margen de las estructuras jurídicas comunitarias.

La escasez de los recursos públicos es otro factor determinante de
las RIG, especialmente en un contexto de contención del gasto. Es im-
pensable que políticas de renovación urbana a gran escala, moderni-
zación de los transportes públicos, investigación tecnológica o fomen-
to de la cultura puedan llevarse a cabo sin la participación financiera
de los distintos niveles de administración afectados, llegándose inclu-
so, en algunos casos, a la institucionalización de dicha participación me-
diante políticas, programas o fondos comunes (RFA, Italia, España,
Comunidad Europea).

Las fórmulas de cooperación-negociación institucional y de coor-
dinación político-administrativa son la consecuencia directa de las RIG.
Los estudios empíricos revelan claramente que el déficit de colabora-
ción tiene efectos negativos en términos de eficacia de las intervencio-
nes públicas y de conflictos políticos (MORATA, 1987). La cooperación
se ha vuelto imprescindible para garantizar el éxito de las políticas y
de los propios gobiernos promotores.

El federalismo ha instaurado mecanismos de cooperación entre las
diversas instituciones que posteriormente se han ido extendiendo a
otros sistemas más o menos descentralizados. En general, se trata de
facilitar la integración política de los diversos territorios en el sistema
de decisión general. Esta se canaliza normalmente a través de institu-
ciones representativas de los intereses subcentrales (Cámara territorial)
o mediante procedimientos de negociación y consenso. En los Estados
Unidos y en la RFA se habla de «federalismo cooperativo» para defi-
nir la estrecha colaboración existente entre los dos niveles principales
de gobierno, en contraste con la rígida división de las responsabilida-
des característica del federalismo clásico. Sin embargo, dicho fenóme-
no se ha extendido igualmente a las otras formas de Estado mediante
instrumentos parecidos. En todos los casos, la cooperación —vertical
u horizontal— persigue los mismos objetivos: el intercambio de infor-
mación y el establecimiento de políticas comunes con el consiguiente
reparto de los costes financieros o a través de subvenciones. Las mo-
dalidades concretas varían de país a país, dependiendo de la estructu-
ra constitucional, la tradición cultural y las actitudes políticas y
burocráticas.



158 Franéese Mor ata

También existen fórmulas de cooperación informal, desde las con-
ferencias sectoriales (dieciséis en la RFA, más de treinta en España) has-
ta las comisiones, grupos de trabajo y comités interadministrativos,
cuyo número se cuenta por centenares en Italia, España, la RFA o la
CE, pasando por el establecimiento de representaciones permanentes
en las distintas capitales, que actúan como verdaderos lobbies.

La cooperación desemboca a menudo en la constitución de alian-
zas entre los segmentos político-burocráticos de las distintas adminis-
traciones y los grupos económicos y sociales interesados en una deter-
minada política. Esta conjunción de intereses asume funciones de gru-
po de presión frente a los demás departamentos para el mantenimien-
to y la extensión de dicha política, más allá de las necesidades objeti-
vas (SHARPF, REISSERT y SCHNABEL, 1978).

Por otra parte, la coordinación persigue recomponer la fragmenta-
ción político-administrativa existente con objeto de aumentar la efica-
cia de las intervenciones y la eficiencia de los aparatos administrativos.
Ello asigna un papel relevante a los funcionarios implicados, en los dis-
tintos niveles administrativos, en la preparación, gestión y seguimiento
de los programas públicos.

Las principales dificultades con las que se enfrenta la coordinación
consiste en la diversidad de objetivos, intereses y clientelas de las dis-
tintas administraciones. Si bien se considera generalmente que las au-
toridades centrales son las mejor situadas para asumir esta función, ello
no significa siempre una garantía de éxito. Además, la coordinación
exige una capacidad organizativa y de gestión elevadísima. Tampoco
es inusual que ésta sirva de pretexto para enmascarar insuficiencias or-
ganizativas o injerencias política. Por otra parte, la multiplicación de
los procedimientos y de los órganos de coordinación puede desembo-
car en la parálisis decisorias. Por último, la concentración del poder
en manos de expertos y burócratas y la facilidad de penetración de los
intereses organizados, propias de dicha actividad, actúan en detrimen-
to del legislador y de los responsables políticos.

3. MÉTODOS D£ ANÁLISIS: DECISION-IMPLEMENTACION
Y REDES POLÍTICAS

Sin duda, uno de los principales atractivos metodológicos de las
RIG consiste en la diversidad de perspectivas y en su carácter inter-
disciplinar y comparado. No existe ningún modelo analítico que pue-
da considerarse unánimemente aceptado o susceptible, al menos, de fa-
cilitar por sí solo la comprensión de los distintos aspectos de los pro-
cesos políticos. Ello constituye un inconveniente, pero también una
ventaja, ya que la pluralidad de enfoques permite una mayor diferen-
ciación analítica de dichos procesos.
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La detección empírica de las lógicas de funcionamiento del sistema
político-administrativo no significa sólo mejorar su comprensión, sino
que tiene efectos prescriptivos a través de la evaluación de los resul-
tados. Esta perspectiva puede utilizarse también en el análisis compa-
rado. La principal virtud de la comparación reside, sin duda, en su va-
lor explicativo de la identidad de cada sistema (DURAN, 1984). La apli-
cación de las mismas técnicas a distintos sistemas permite detectar, en
efecto, los respectivos estilos políticos y, por tanto, las características
más acusadas de las RIG. RICHARDSON (1982) concibe dichos estilos
como «la interacción entre: a) la actitud del gobierno ante los proble-
mas, y b) las relaciones entre éste y los demás sectores del proceso po-
lítico». De esta definición se derivan cuatro tipos de estilo que se com-
binan entre sí mediante las contraposiciones «anticipatorio-reactivo» y
«consensual-autoritario».

En nuestra opinión, un enfoque metodológico basado en dos tipos
de análisis complementarios, la decisión-implementación y las políticas
interorganizativas, o redes políticas, facilita la explicación de los pro-
cesos políticos complejos característicos de las RIG. Este debe acom-
pañarse ineludiblemente de un conocimiento suficiente de las reglas
institucionales y del sistema político, es decir, del marco de referencia
en el que interactúan los actores y las políticas.

A) La decisión-implementación

El análisis de los procesos de decisión constituye uno de los aspec-
tos fundamentales de la ciencia política aplicada a los problemas polí-
tico-administrativos. Desde hace años se han venido elaborando dis-
tintos modelos con objeto de explicar y describir los procesos de de-
cisión «reales». En general, puede hablarse de cuatro modelos: el «ra-
cional» (LEACH, 1982), el de la «racionalidad limitada» (SIMÓN, 1958)
—y sus variantes (CYERT y MARCH, 1963)—, el modelo incrementalista
(LiNDBLOM, 1979) y el del «cubo de basura» o garbage can (MARCH y
OLSEN, 1976) *.

En un contexto de RIG, los procesos de decisión pueden conside-
rarse como procesos de regulación del conflicto y de formación del con-
senso (SCHARPF, 1981). Si los actores cuya participación es necesaria
para una decisión no llegan a un acuerdo voluntario, ni existe tampo-
co ningún mecanismo de imposición coactiva, el proceso de formula-
ción queda bloqueado. La probabilidad de conflicto depende del efec-
to esperado de las diversas opciones políticas posibles de acuerdo con

* Para una exposición más detallada de los distintos enfoques, vid. en este mismo número,
el artículo de G. Regonini.
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los intereses de los actores presentes y también de la distribución del
poder en el seno de la estructura de decisión (poder de veto, compen-
saciones, etc.).

La regulación del conflicto consiste en eliminar su causa de éste o
en impedir que se manifieste durante el proceso decisorio. El primer
caso implica definir opciones políticas que correspondan a los intere-
ses de todos los participantes o bien ofrecer compensaciones mediante
procesos de negociación susceptibles de eliminar las disensiones (LlND-
BLOM, 1965). Esta estrategia, que LINDBLOM califica de «proceso por
secuencias» y SCHARPF de «coordinación negativa», tiende a dividir la
decisión global en un número limitado de decisiones fragmentadas y
tratadas de forma separada a lo largo de las diversas fases del proceso.
La probabilidad de conflicto se reduce a través de la especialización y
de la no interferencia. Las consecuencias más evidentes son la dismi-
nución de la coherencia interna y de la capacidad de regulación de los
problemas. Otra estrategia consiste en vaciar el contenido de las polí-
ticas, limitando el acuerdo al mínimo común denominador.

En el segundo caso, es decir, cuando el conflicto de intereses no
puede ser suprimido mediante la persuasión o la negociación, sólo en
determinadas circunstancias puede recurrirse a la amenaza de sancio-
nes inmediatas o futuras. Obviamente, ello presupone diferencias de
poder o relaciones de dependencia entre los participantes. Sin embar-
go, la ausencia de relaciones jerárquicas es la característica más habi-
tual de la RIG. Como ya se ha indicado, más allá de los aspectos ju-
rídico-formales, las dependencias recíprocas constituyen la nota do-
minante.

En suma, el consenso es fundamental para la decisión. Esta depen-
derá del marco institucional, pero también de las relaciones de influen-
cia y de intercambio político (anticipación, persuasión, negociación y
coerción), de la actitud de las burocracias implicadas y, en último ex-
tremo, de la predisposición de los actores a cooperar. A este respecto,
HANF (1978) ha indicado que «los esfuerzos para solucionar los pro-
blemas de coordinación e integración en los sistemas de decisión plu-
ralistas no triunfarán, a menos que los compromisos de cooperación,
a partir de los cuales se desarrolla la coordinación, se hallen firmemen-
te asentados en el acuerdo y el consentimiento».

La perspectiva de la implementación aporta elementos de clarifi-
cación importantes al análisis de las RIG, sobre todo cuando existe
una división del trabajo entre decisores y ejecutores. En contra de la
concepción tradicional, el proceso a través del cual una determinada
política es objeto de mediaciones, negociaciones y ajustes no se detie-
ne en el momento de su formulación o adopción legal, sino que con-
tinúa recibiendo influencias susceptibles de modificar los objetivos ini-
ciales a través de la actuación de los ejecutores y de la reacción de los
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agentes sociales afectados (BARRET y HILL, 1984). Durante la fase eje-
cutiva han de tomarse medidas concretas, tales como la distribución
de los recursos entre los distintos programas; el establecimiento de fór-
mulas de coordinación, control y seguimiento; la selección de la infor-
mación operativa; los contactos y negociaciones con los sectores afec-
tados, etc. Estas operaciones implican un cúmulo de decisiones de ca-
rácter eminentemente político (LAFFON, 1983). En suma, decisión y eje-
cución constituyen un único proceso caracterizado por la interdepen-
dencia, hasta tal punto que resulta difícil decir dónde acaba la fase de
formulación y dónde empieza la ejecución efectiva (BARRET y FUDGE,

1981, 2).
El enfoque tradicional del proceso de implementación no tiene en

cuenta la interacción mencionada. Este establece, en efecto, una clara
distinción entre la fase propiamente política (la decisión) y la adminis-
trativa (ejecución). La corrección de los errorres, infracciones o des-
viaciones de los ejecutores corresponde a las instancias decisorias, las
cuales clarifican los objetivos, refuerzan los medios de coordinación y
control y amplían las vías de comunicación. Esta perspectiva «desde
arriba» (top-down) presenta, no obstante, el inconveniente de presu-
poner que la voluntad de los decisores basta para eliminar las prácti-
cas indeseables.

En primer lugar, hay que recordar los problemas de definición que
caracterizan algunas políticas públicas, sobre todo cuando las percep-
ciones, las estrategias y los objetivos son divergentes. Esta situación se
ve agravada en los sistemas de decisión pluralistas basados en la regla
de la unanimidad, como la RFA o la Comunidad Europea, en los que
los actores no pueden actuar al margen de las estructuras establecidas
en caso de disenso (SCHARPF, 1986). Por ello, a menudo la decisión no
va más allá del mínimo común denominador o es lo suficientemente
ambigua para admitir diversas interpretaciones en la fase ejecutiva.

A veces, los actores tienen una consciencia clara de los problemas
(paro, desigualdades sociales, contaminación, etc.), faltándoles, no obs-
tante, la certeza de los objetivos a alcanzar o la voluntad de asumir los
costos correspondientes (NAKAMMA y PINDERHUGUES, 1981). Muchas
políticas se formulan sin tener en cuenta cómo serán aplicadas por los
destinatarios. De acuerdo con DENTE (1985), detrás del fracaso o la in-
satisfacción con respecto a políticas intergubernamentales hay una ca-
rencia inicial de reflexión acerca de los efectos probables de una de-
terminada ley, las posibles reacciones de los actores implicados, las di-
ficultades de coordinación y de circulación de la información. Las di-
ficultades de clarificación pueden estar relacionadas también con la
complejidad técnica de los temas. Todo ello hace que, en última ins-
tancia, el éxito de una política pueda depender más de la capacidad
de interpretación de los ejecutores que del grado de especificación de
los objetivos (WALLACE, 1983).
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En cuanto a los procedimientos de coordinación y control, el en-
foque prescriptivo preconiza una doble reducción: la de los actores im-
plicados y la de los niveles de administración necesarios (MAZMANIAN

y SABATIER, 1979). Sin embargo, dicha limitación es imposible cuando
se trata de instituciones dotadas de competencias legales. En estos ca-
sos, la coordinación dependerá, entre otros factores, de la capacidad
de negociación de los decisores, la frecuencia y calidad de la informa-
ción, la predisposición de los funcionarios a cooperar y, en último tér-
mino, del consenso de los encargados de la ejecución.

La comunicación interadministrativa juega, sin duda, un papel cla-
ve de cara a conseguir una ejecución eficiente de las decisiones. Sin em-
bargo, la información no constituye sólo un recurso para los que de-
ciden. El control de la información de base otorga indirectamente a
los ejecutores un papel clave en el proceso de decisión. La insuficien-
cia o deficiencia de la información suministrada por éstos es una de
las variables más explicativas del fracaso de muchos programas. En la
medida en que las condiciones iniciales varían con el tiempo, todo pro-
ceso de ejecución exige ajustes constantes entre finalidades y objeti-
vos. Por ello, el éxito de una decisión presupone una capacidad de
adaptación en respuesta a las modificaciones que se van introducien-
do. Estas pueden referirse a las causas y características del problema,
pero también a su definición misma y a los objetivos asignados a la
decisión.

En resumen, ante los problemas derivados de la ejecución, la pers-
pectiva top-down prescribe una serie de correcciones consistentes en
reforzar los mecanismos de coordinación, control y comunicación. Se
da por supuesto que las políticas públicas son el resultado de una vo-
luntad unitaria y de un proceso decisorio lineal. Sin embargo, ello no
se corresponde exactamente con la realidad. El enfoque «desde abajo»
(bottom-up) revela otros aspectos importantes que el método tradicio-
nal ignora.

El análisis bottom-up se centra en los aspectos prácticos de la eje-
cución: la multiplicidad de los actores y de las organizaciones implica-
dos y la variedad de los lazos que los unen; los sistemas de valores,
los intereses representados, la autonomía de decisión y el poder polí-
tico de que disponen, y, finalmente, los mecanismos de interacción uti-
lizados y, en especial, la negociación y el intercambio político (GILL y
THRASHER, 1985). Subrayar la importancia de la. negociación y el in-
tercambio para la acción política no significa, sin embargo, subestimar
el peso de las estructuras formales de relación. En la medida en que
enmarcan el proceso político-administrativo, las reglas del juego deter-
minan a priori la fuerza de los actores y acotan los márgenes de ma-
niobra respectivos, pudiendo también limitar o aumentar las posibili-
dades de negociación y de conflicto.
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Los estudios empíricos tienden a demostrar que los conflictos de
intereses, y no los intereses comunes, son el principal condicionante
de los procesos de ejecución (BARRET y FuDGE, 1981). Para ser efecti-
vos éstos exigen no sólo un consenso inicial entre los órganos de de-
cisión y los de ejecución, sino también el establecimiento de procedi-
mientos de negociación y resolución de conflictos. Sería ingenuo creer
que las luchas de influencia política se circunscriben a las fases de con-
cepción, elaboración y aprobación de las políticas públicas. Nada más
lejos de la realidad: las tensiones que caracterizan el proceso político
se desplazan simplemente hacia el terreno de la ejecución. Este se ve
influido por las mismas variables que han facilitado o complicado la
búsqueda del compromiso durante el proceso de decisión a través de
las relaciones interadministrativas, la actuación de los grupos de inte-
rés y las reacciones sociales. La autoridad administrativa puede ser con-
trarrestada por la presión política; las potestades legales, por el con-
trol de la información, etc. (BARRET y HILL, 1984). Todos estos ele-
mentos condicionan la capacidad de maniobra de los decisores frente
a los ejecutores.

El método de análisis se basa en la reconstrucción, en términos de
impacto, de los defectos derivados de una determinada política, tra-
tando de valorar en qué medida este impacto puede explicarse en fun-
ción de la actuación de las administraciones implicadas o en función
de causas externas. En segundo lugar, se analizan las interacciones en-
tre las administraciones y los grupos sociales destinatarios de la políti-
ca (regulativa, distributiva o redistributiva), observando hasta qué pun-
to las características de las clientelas administrativas determinan rela-
ciones de distinto tipo con las estructuras burocráticas. A continua-
ción se trata de averiguar quiénes son los responsables últimos de la
ejecución y si la actuación de éstos responde a la cadena decisoria for-
mal o bien a las actitudes de los funcionarios responsables o de sus uni-
dades organizativas. Razonando de este modo, es decir, a través de la
evolución y comportamientos de la estructura de implementación, po-
dremos establecer el grado de influencia real del programa o la polí-
tica sobre los resultados finales (DENTE, 1989).

B) Las políticas interorganizativas

La teoría (o teorías) de las organizaciones ha experimentado una
renovación importante en los últimos años con efectos enriquecedores
para las ciencias sociales (ASTLEY y VAN DE VEN, 1983). El análisis in-
terorganizativo, considerado por algunos autores (ALBERTI, 1982; Bo-
NAZZI, 1982) como una de sus aportaciones más innovadoras, implica
un desplazam|ento del foco de atención de las estructuras organizati-
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vas hacia los procesos que implican a una pluralidad de actores para
la realización de determinados objetivos. Según ZAN (1984), para en-
tender el proceso de implementación de las políticas públicas hay que
ampliar el campo de estudio de la organización u organizaciones for-
malmente responsables de la ejecución a la red de relaciones interor-
ganizativas que aglutina al conjunto de actores implicados en la ejecu-
ción, tratando de reconstruir las lógicas de funcionamiento e interac-
ción. Por tanto, el objeto de análisis consiste más en las relaciones que
en la estructura normativa propiamente dicha.

La hipótesis implícita es que la superposición de funciones expe-
rimentada en los últimos años por la Administración pública no ha de-
sembocado en una reorganización acorde con las nuevas exigencias
funcionales, sino en la creación de redes interorganizativas (policy net-
works), mediante las cuales nuevas organizaciones han podido penetrar
en el proceso político (SALVATO, 1988). La expulsión de funciones pú-
blicas hacia el sector privado y la necesidad de agregar los intereses
de los destinatarios de las políticas públicas han facilitado dicha pe-
netración funcional. Por tanto, el enfoque interorganizativo tiene pun-
tos de contacto evidentes con la teoría neocorporativista (LEHMBRUCH,

1979; LEHMBRUCH y SCHMITTER, 1982).
Las relaciones interorganizativas atraviesan las estructuras político-

administrativas constituyendo redes específicas de intereses implicados
de forma simultánea en distintas políticas. Cada red representa un con-
junto de relaciones de negociación, control e intercambio entre pro-
ductores y destinatarios de las políticas públicas. Una de las dificulta-
des de análisis consiste en el hecho de que las redes no tienen una es-
tructura predeterminada. La investigación deberá establecer el campo
de relaciones, valorando su significado concreto (MlLWARD y RAINEY,

1986).
La integración de los aparatos administrativos públicos en estruc-

turas más amplias comporta la modificación del papel de los distintos
actores y, en primer lugar, de los propios funcionarios. Mediante el
control de los procedimientos, éstos refuerzan su función de media-
ción entre los órganos políticos y los grupos afectados por la aplica-
ción de los programas públicos. Ello confiere, a la vez, mayor prota-
gonismo a las asociaciones de intereses, dispuestas a sacar el máximo
partido de las oportunidades ofrecidas por las políticas públicas. Di-
chas asociaciones asumen funciones de intermediación entre el sector
público y los grupos sociales organizados, interviniendo no sólo en el
proceso de formulación, sino incluso en la gestión misma de las polí-
ticas: «se configura así un modelo de tipo neocorporativo en el que el
Estado utiliza organizaciones priyadas para gestionar sus propias polí-
ticas» (WINKLER, 1981). Por último, los actores políticos, mediante el
control de los recursos distributivos, utilizan las relaciones con los gru-
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pos y las asociaciones representativas para reproducir y ampliar el con-
senso político y social.

Las redes interorganizativas se definen así como unidades de ac-
ción y como arenas políticas en las que se confrontan objetivos y es-
trategias no exentas de conflictividad. En su seno coexisten distintas
estrategias de relación y múltiples modelos de racionalidad. Los mo-
delos de racionalidad y las diversas combinaciones posibles encamina-
das a conseguir el consenso constituyen el mecanismo específico de re-
gulación de una red interorganizativa (ZAN, 1989; CROZIER y THOENIG,

1976). El análisis se encargará de reconstruir esta lógica a partir de las
estrategias desarrolladas por los actores y de los criterios que inspiran
las decisiones o actuaciones, evaluando su eficiencia o ineficacia con
respecto a la resolución efectiva del problema social planteado.
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